
Que reforma el artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a cargo del diputado 
Clemente Castañeda Hoeflich, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano  

El suscrito, Clemente Castañeda Hoeflich, diputado del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, de 
la LXIII Legislatura de la Cámara de Diputados, con fundamento en lo señalado en el artículo 71, fracción II 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artículos 6, numeral 1, fracción 
I, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, somete a 
consideración la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma el inciso b) y adiciona tres párrafos 
al artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, con base en la siguiente 

Exposición de Motivos 

I. El 31 de diciembre de 1994, en el Diario Oficial de la Federación, se publicó la reforma al artículo 21 
constitucional en la que por primera vez en nuestra Constitución se estableció la obligación de conformar un 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, disposición que dio lugar a la expedición de la Ley General que 
Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública, publicada en el Diario 
Oficial de la Federación el 11 de diciembre de 1995, en la que se incluía un registro nacional de personal de 
seguridad pública de los tres órdenes de gobierno, aunque no planteaba la evaluación y certificación de 
control de confianza del personal de seguridad pública.  

Catorce años después, el 18 de junio del 2008, en el Diario Oficial de la Federación, se publicó la reforma 
constitucional en materia de seguridad y justicia penal que, entre otros artículos, reformó el 21 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, adicionando en dicho precepto las bases mínimas de 
coordinación a las que debían sujetarse las instituciones de seguridad de los tres órdenes de gobierno, entre las 
que se estableció la evaluación y certificación de control de confianza como requisito y condición para el 
ingreso del personal de las instituciones de seguridad pública.  

En la misma reforma constitucional de 2008, y en correlación con el artículo 21, también se reformó el 
artículo 73 en su fracción XXIII, facultando al Congreso General para expedir las leyes que establezcan y 
organicen a las instituciones de seguridad pública de conformidad con el artículo 21 constitucional.  

En consonancia con la reforma constitucional de 2008, el dos de enero de 2009, se abrogó la Ley General que 
Establece las Bases de Coordinación del Sistema Nacional de Seguridad Pública y en su lugar se expidió la 
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en cuyos títulos sexto y séptimo se estableció que el 
servicio de carrera de las instituciones de procuración de justicia y policial incluiría la certificación de sus 
elementos, asimismo estableció un título octavo denominado: Del Sistema Nacional de Evaluación y Control 
de Confianza, que comprende las instancias, órganos e instrumentos dedicados a cumplir con los objetivos de 
la evaluación y certificación de los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública. 

II. El 21 de agosto de 2008, en la vigésima tercera Sesión Ordinaria del Consejo Nacional de Seguridad 
Pública, los Poderes Ejecutivos federal y estatales, el Congreso de la Unión, el Poder Judicial Federal, 
representantes de las asociaciones de Presidentes Municipales, medios de comunicación y organizaciones de 
la sociedad civil, empresariales, sindicales y religiosas, suscribieron el Acuerdo Nacional por la Seguridad, la 
Justicia y la Legalidad, entre cuyos compromisos, respecto de la evaluación y control de confianza, se 
establecieron los siguientes:  

• “El Poder Ejecutivo Federal se compromete a: 

– Crear un modelo nacional de evaluación y control de confianza. 

– Impulsar la creación de centros estatales de control de confianza certificados. 



– Sujetar a evaluación permanente y control de confianza al personal de las instituciones policiales, de 
procuración de justicia, de Aduanas, de los centros de readaptación social federales, así como del Instituto 
Nacional de Migración, a través de organismos certificados. 

• Los gobiernos de las entidades federativas se comprometen a:  

– Depurar y fortalecer las instituciones de seguridad y procuración de justicia. 

– Crear y/o fortalecer un centro de evaluación y control de confianza certificado en su entidad. 

– Sujetar a una evaluación permanente y de control de confianza, a través de un organismo certificado, al 
personal de las instituciones policiales, de procuración de justicia y centros de readaptación social. 

• Las Asociaciones de Alcaldes se comprometen a:  

– Los municipios del país, con el apoyo del Centro de Evaluación y Control de Confianza del Estado, se 
comprometen a sujetar a evaluación permanente y a controles de confianza al personal de la policía municipal 
y centros de readaptación social. Este punto será obligatorio para todos los municipios.”  

En la sesión vigésimo quinta del Consejo Nacional de Seguridad Pública, realizada el 28 de noviembre del 
2008, se aprobó el modelo nacional de evaluación y control de confianza, así como el contenido del Convenio 
para el ejercicio fiscal 2009 del Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito 
Federal, en cuya cláusula Undécima estableció:  

Undécima. Con el fin de depurar y fortalecer a las instituciones de seguridad pública y procuración de justicia 
del Estado, “el gobierno del estado” se compromete a perfeccionar los mecanismos de reclutamiento, 
selección, ingreso, permanencia, formación, reconocimiento, certificación, promoción, evaluación y retiro de 
los elementos de las instituciones policiales, de procuración de justicia y de centros de readaptación social, así 
como establecer mecanismos de evaluación permanente y de control de confianza a su personal. 

Para la realización de las acciones antes señaladas, “el gobierno del estado” se compromete a crear y/o 
fortalecer un Centro de Evaluación y Control de Confianza Certificado en la Entidad Federativa y a emplear 
los mecanismos previstos en el Sistema Nacional de Desarrollo Policial y en el esquema federal del Sistema 
Nacional de Desarrollo de Ministerios Públicos, condicionando la permanencia del personal en las 
instituciones a la acreditación periódica de las evaluaciones correspondientes.  

A partir del año 2009, normativa y presupuestalmente inicia el proceso de creación de los Centros de 
Evaluación y Control de Confianza para dar cumplimiento a las disposiciones establecidas en el artículo 21 
Constitucional y su ley reglamentaria, la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública.  

III. Tres años después, en septiembre de 2011, existían 17 Centros de Evaluación y Control de Confianza 
acreditados, 2 federales y 15 de 12 entidades federativas, es decir, en tres años únicamente una tercera parte 
de las entidades federativas contaba con un Centro de Evaluación y Control de Confianza susceptible de 
emitir resultados conforme al modelo nacional aprobado en 2008.  

A nivel de las entidades federativas y municipios del país, entre agosto de 2008 y el 31 de julio de 2011, de un 
estado de fuerza de 458,816 activos, se reportó un total de 84,481 elementos evaluados, lo que representó un 
porcentaje de avance de 18.41 %.1  

Respecto del seguimiento a los compromisos establecidos en el Acuerdo Nacional para la Seguridad, la 
Justicia y la Legalidad, relativos a la evaluación y certificación de confianza del personal de las instituciones 
de procuración de justicia y seguridad pública, diversos medios periodísticos dieron cuenta de lo siguiente:  



“A cuatro años de haberse firmado el Acuerdo Nacional para la Seguridad, la Justicia y la Legalidad en el que 
se plantearon 28 compromisos, algunos de estos se han simulado y otros más no se han cumplido, así lo 
denuncia y detalla un documento elaborado por la organización civil Causa en Común.  

...el gobierno federal, y los gobiernos estatales no han cumplido con la depuración de las instituciones de 
seguridad y justicia además de existir un gran porcentaje de personal pendiente de evaluación (incluso en las 
áreas más sensibles). El avance global reportado al 31 de julio de 2012 refiere que quedan pendientes por 
evaluar un total de 215 mil 636 funcionarios, lo que equivale a más del 50%.”2  

“Se observa, por ejemplo, que la depuración de los cuerpos policiacos y la creación de un sistema de control 
de confianza que genere certidumbre ciudadana en los elementos de seguridad pública no tiene los avances 
requeridos; sólo a escala federal están certificados todos los policías, pero en el ámbito estatal y municipal 
faltan varias entidades; además, a pesar de que miles de policías han reprobado el examen de control de 
confianza, no han sido despedidos y se mantienen en las corporaciones.”3  

IV. Los artículos Tercero y Cuarto Transitorios del Decreto mediante el que se expidió la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, publicada el dos de enero del 2009, establecieron el primer parámetro 
de temporalidad para que todas las instituciones de seguridad pública del país en un plazo de cuatro años 
cumplieran con las evaluaciones de control de confianza de cada uno de sus elementos, condicionando su 
continuidad en el servicio a la obtención del resultado aprobatorio:  

Tercero. De manera progresiva y en un plazo de cuatro años a partir de la entrada en vigor de este Decreto, las 
Instituciones de Seguridad Pública, por conducto de los centros de evaluación y control de confianza, deberán 
practicar las evaluaciones respectivas a sus integrantes, de conformidad con lo dispuesto en la Ley General 
del Sistema Nacional de Seguridad Pública, sus respectivos ordenamientos legales y el calendario aprobado 
por el Consejo Nacional. 

Cuarto. Todos los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública deberán contar con el certificado a que 
se refiere el Artículo 21 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley General del 
Sistema Nacional de Seguridad Pública, en los términos y plazos previstos en el artículo transitorio anterior. 
Quienes no obtengan el certificado serán separados del servicio, observando lo dispuesto en el artículo 123, 
Apartado B, Fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 

A unos días de concluir el primer plazo de cuatro años, el 28 de diciembre del 2012, se publicó en el Diario 
Oficial de la Federación una reforma al artículo Tercero Transitorio para prorrogar el plazo de evaluación y 
certificación del personal de seguridad pública, al establecer lo siguiente:  

Tercero. Los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública, en un plazo de diez meses, contados a 
partir de la entrada en vigor del presente Decreto, deberán obtener la certificación por parte de los centros de 
evaluación y control de confianza, de lo contrario serán separados del Servicio. Para los efectos de lo señalado 
en el artículo Cuarto Transitorio del Decreto por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 02 de enero de 2009, la separación 
del servicio se actualizará una vez que haya vencido el plazo a que se refiere el presente artículo. El Secretario 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública deberá presentarse ante el Senado de la República para 
rendir un informe del avance del Programa a los seis meses de la entrada en vigor del presente Decreto. 

El día que se vencía el segundo plazo establecido, el 29 de octubre del 2013, se publicó en el Diario Oficial de 
la Federación otra reforma al artículo Tercero Transitorio para nuevamente ampliar el plazo de conclusión de 
la evaluación y certificación del personal de seguridad pública hasta el 30 de octubre de 2014, quedando 
como sigue: 

Tercero. Los integrantes de las Instituciones de Seguridad Pública, en un plazo de doce meses, contados a 
partir de la entrada en vigor del presente Decreto, deberán obtener la certificación por parte de los centros de 
evaluación y control de confianza, de lo contrario serán separados del Servicio. Para los efectos de lo señalado 



en el artículo Cuarto Transitorio del Decreto por el que se expide la Ley General del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, publicado en el Diario Oficial de la Federación el día 02 de enero de 2009, la separación 
del servicio se actualizará una vez que haya vencido el plazo a que se refiere el presente artículo. El Secretario 
Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad Pública deberá presentarse ante el Senado de la República para 
rendir un informe del avance del Programa a los seis meses de la entrada en vigor del presente Decreto. 

V. De lo anterior se advierte que la creación e implementación de los Centros de Evaluación y Control de 
Confianza como entes responsables de aplicar las evaluaciones, emitir resultados y, en su caso, certificados 
para cada uno de los elementos integrantes de las instituciones de seguridad pública ha requerido más de seis 
años, como medios periodísticos han dado cuenta:  

El lento avance que tuvo la depuración policial en estados y municipios provocó que el poder Legislativo 
autorizara modificar la fecha límite para realizar el control de confianza a todos los elementos y que ésta se 
retrasara en dos ocasiones. 

Y aunque el último plazo venció el 30 de octubre pasado (de 2014) y el Secretariado Ejecutivo todo el país no 
pasaron los controles de confianza, la organización civil Causa en Común denuncia que 42 mil 214 que 
reprobaron siguen trabajando, por lo que consideran que este punto básico del acuerdo no se cumplió en 
términos reales. 

Este acuerdo de 74 compromisos se basó en el fortalecimiento de la policía para evitar que los elementos de 
seguridad del país estuvieran coludidos con organizaciones criminales. 

Seis años después, el nuevo plan de Peña Nieto tiene el objetivo de “fortalecer el Estado de Derecho” —según 
dijo el presidente— y evitar actos de violencia como el ocurrido hace dos meses en Iguala, Guerrero, cuando 
estudiantes de la Escuela Normal Rural de Ayotzinapa fueron atacados por policías municipales que seguían 
órdenes del alcalde, José Luis Abarca, todos coludidos con el crimen organizado.4  

Con base a información oficial, procesada por la asociación civil Causa en Común, a ocho años de establecer 
la obligación de evaluar y certificar al personal de seguridad pública de los tres órdenes de gobierno, 
prácticamente se han aplicado las evaluaciones a todos los elementos, sin embargo no se ha resuelto la 
depuración de quienes no acreditaron dichas evaluaciones, asimismo, la certificación de los elementos 
conlleva una vigencia de tres años, por lo que el proceso es permanente y continuo, en este tema también se 
muestran debilidades aún sin resolver, como se puede observar a continuación:  

De acuerdo con datos obtenidos mensualmente del Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Seguridad 
Pública, con corte al 30 de septiembre de 2016, Causa en Común, A.C. informa que en el ámbito estatal se ha 
evaluado en control de confianza a 125,445 mandos y operativos de las Secretarías de Seguridad Pública 
Estatales u homólogos, que corresponden al 99.49% del estado de fuerza. De este universo evaluado, 7.26% 
resultó no aprobado (9,157) y debe estar en proceso de investigación y depuración. 

No aprobados:  

Las entidades que presentan un mayor porcentaje de policías estatales no aprobados que siguen en activo son: 
Sinaloa 37.48%, Michoacán 29.65%, Veracruz 27.49%, Baja California Sur 20.76% y Nayarit 19.86% (las 
mismas entidades que en los meses de julio y agosto. En números absolutos destacan: Veracruz (1,694), 
Ciudad de México (763), Chiapas (692), Jalisco (681), y Estado de México (607).  

Certificados Pendientes de renovación:  

Respecto a los certificados de control de confianza que se encuentran en proceso de renovación se muestra la 
debilidad, e incluso ausencia, de mecanismos de control y supervisión policial, lo que ha llevado a un rezago 
en este proceso. Las 5 instituciones estatales de seguridad pública con mayor porcentaje de certificados 



pendientes de renovación son: Tlaxcala 48.24%, Guerrero 47.14%, Michoacán 45.73%, Sonora 38.41%, y 
Morelos 33.01%. Por otro lado, en números absolutos las entidades más rezagadas son: Ciudad de México 
(2,357), Chiapas (1,885), Guerrero (1,493), Oaxaca (1,226) y Yucatán (968).5  

[...] en el ámbito municipal se ha evaluado en control de confianza a 127,590 mandos y operativos de las 
Secretarías de Seguridad Pública municipales u homólogas, que corresponden al 99.80% del estado de fuerza. 
De este universo evaluado, el 11.71% resultó no aprobado 15,263 agentes municipales y deben estar en 
proceso de investigación y depuración. 

No aprobados: 

Las entidades con mayor porcentaje de policías municipales no aprobados son las mismas que en el mes de 
agosto y en el mismo orden: Sinaloa 50.87%, Nayarit 41.99%, Baja California Sur 40.11%, Guerrero 31.65%, 
y Sonora 25.59%. En números absolutos los estados con más elementos no aprobados son: Sinaloa (2,435), 
Jalisco (1,786), Guerrero (1,582), Michoacán (1,106), y Sonora (956).  

Certificados Pendientes de renovación:  

También resulta preocupante que, ante la debilidad, e incluso ausencia, de mecanismos de control y 
supervisión policial, en las entidades federativas exista un rezago en el proceso de renovación de certificados 
de control de confianza. Las 5 instituciones municipales de seguridad pública con mayor porcentaje de 
certificados pendientes de renovación son: Yucatán 41.57%, Morelos 36.25%, Tlaxcala 35.24%, Michoacán 
27.51% y Durango 22.90%. 

En números absolutos las entidades más rezagadas son las mismas que en los meses de julio y agosto y en el 
mismo orden: Estado de México (2,412), Jalisco (1,903), Baja California (1,259), Michoacán (1,251), y 
Chihuahua (1,127).6  

VI. Con base al último informe disponible del Secretariado del Sistema Nacional de Seguridad Pública7 se 
observa que a partir de 2009 se crearon y certificaron 35 Centros de Evaluación y Control de Confianza 
Estatales y 3 Centros Federales, no obstante y toda vez que la vigencia para aplicar evaluaciones, emitir 
resultados y, en su caso, otorgar certificados por parte de los centros estatales y federales tiene una vigencia 
de dos años, por lo que antes de concluir dicho plazo, para no interrumpir la continuidad de su función deben 
realizar el respectivo procedimiento de re-acreditación ante el Centro Nacional de Certificación y 
Acreditación del Sistema Nacional de Seguridad Pública.  

Al respecto, para el mes de octubre del 2014, de los 35 Centros Estatales originalmente acreditados, 
únicamente 28 de ellos habían sido re-acreditados, por lo que siete Centros estatales, para ese momento, ya no 
podían realizar evaluaciones ni certificar elementos de seguridad pública de conformidad al artículo 107 de la 
Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública que establece que las evaluaciones sólo tendrán 
validez si el Centro emisor cuenta con la acreditación vigente del Centro Nacional de Certificación y 
Acreditación.  

En el mismo sentido, de los tres centros de evaluación y control de confianza federales, sólo dos de ellos, el 
de la Procuraduría General de la República y el de la Comisión Nacional de Seguridad Pública, se 
encontraban re-acreditados, mientras que el Centro de Evaluación y Control de Confianza del Instituto 
Nacional de Migración no contaba con acreditación vigente, por lo que el proceso de evaluación de sus 
integrantes y cumplimiento de la ley se encontraba detenido.  

Aunado a lo anterior, del análisis del funcionamiento y nombramiento de los Directores de los Centros 
Estatales y Federales de Evaluación y Control de Confianza, se advierte, en ambos órdenes de gobierno, la 
múltiple subordinación jerárquica que establece su dependencia hacía diversos funcionarios públicos, quienes 
además cuentan con la atribución de removerlos, situación que vulnera su independencia y merma la 
imparcialidad de su función, como se puede advertir en la normatividad.  



Para la designación del Director del Centro de Evaluación y Control de Confianza de la Comisión Nacional de 
Seguridad, el Artículo 2 del Reglamento Interior de la Secretaría de Gobernación, establece que “El 
Comisionado Nacional depende jerárquicamente del Secretario de Gobernación.” Y a su vez, el Artículo 36 
del mismo reglamento interior, señala: “el Comisionado Nacional debe proponer al Secretario de Gobernación 
el nombramiento y remoción de los titulares de las unidades administrativas y órganos administrativos 
desconcentrados adscritos al Comisionado Nacional de Seguridad.” 

El Reglamento de la Ley de la Policía Federal, en su artículo 39, establece que Corresponde a la Coordinación 
del Sistema de Desarrollo Policial proponer al Secretario General (de la Policía Federal) el programa de 
evaluación y control de confianza; y el Artículo 101 del mismo Reglamento de la Ley de la Policía Federal, 
señala que Corresponde a la Dirección General de Control de Confianza ejecutar el programa de evaluación y 
control de confianza de la Institución. 

De lo anterior se desprende que el Director del Centro de Evaluación y Control de Confianza de la Comisión 
Nacional de Seguridad , depende jerárquicamente de cuatro funcionarios públicos: 1) del Secretario de 
Gobernación, 2) del Comisionado Nacional de Seguridad, 3) del Secretario General de la Policía Federal y, 4) 
del Coordinador del Sistema de Desarrollo Policial de la Policía Federal.  

En el caso del Centro de Evaluación y Control de Confianza de la Procuraduría General de la República, 
aunque tiene menos supeditación jerárquica, el procedimiento de nombramiento y subordinación no es muy 
diferente, pues el Artículo 11 del Reglamento de la Ley Orgánica de la PGR, establece que el Procurador 
ejercerá en forma personal y no delegable la facultad de nombrar a los Coordinadores, Titulares de Unidad, 
Directores Generales, Titulares de Órganos Desconcentrados y Fiscales Especializados, salvo al Titular de la 
Fiscalía Especializada para la Atención de Delitos Electorales. 

Asimismo, el Artículo 18 del propio reglamento señala que al frente de la Oficialía Mayor habrá un Oficial 
Mayor, quien tendrá la facultad de “coordinar la aplicación, calificación y valoración de los procesos de 
evaluación de control de confianza, del desempeño y de competencias profesionales que se aplican al personal 
de la Institución.” Mientras que en el artículo 97 del mismo Reglamento de la Ley Orgánica de la PGR se 
establece que “al frente del Centro de Evaluación y Control de Confianza habrá un Titular”, quien tendrá la 
facultad de “proponer a su superior jerárquico las normas, políticas y criterios que rijan los procesos de 
evaluación, certificación y funcionamiento del Centro de Evaluación y Control de Confianza que emita el 
Centro Nacional de Certificación y Acreditación”. 

De lo anterior se desprende que el Director del Centro de Evaluación y Control de Confianza de la PGR es 
designado por el Procurador General de la República y Jerárquicamente se subordina al Oficial Mayor de la 
dependencia.  

En el caso de las entidades federativas, se plantea como ejemplo el esquema del Gobierno del Estado de 
Jalisco, en el que el Centro Estatal de Evaluación y Control de Confianza, se adscribe a la Secretaria Ejecutiva 
del Consejo Estatal de Seguridad Pública, instancia que a su vez se adscribe a la Secretaria General de 
Gobierno del Estado.  

Los titulares de estos tres entes públicos, son nombrados y removidos por el Gobernador del Estado, de 
manera que se advierte que el Director Estatal del Centro de Evaluación y Control de Confianza se subordina 
jerárquicamente 1) al Gobernador del Estado, 2) al Secretario de Gobierno del Estado y, 3) al Secretario 
Ejecutivo del Consejo Estatal de Seguridad Pública.  

Lo anterior contextualiza, de manera clara, la subordinación jerárquica como característica del diseño 
institucional de los Centros de Evaluación y Control de Confianza de los órdenes de gobierno federal y 
estatal, esquema que puede propiciar injerencias indebidas por parte de los superiores jerárquicos de los 
Directores de los Centros de Evaluación y Control de Confianza para influir en la aplicación de las 
evaluaciones y en la determinación de su valoración, pudiendo generar sesgos en los resultados, ya sea para 
afectar indebidamente o beneficiar indebidamente a determinadas personas.  



Este esquema demerita la razón que dio origen a las evaluaciones como fuente de confiabilidad del personal 
de seguridad pública, permitiendo utilizar la evaluación como instrumento con fines políticos, lo que sucede 
al traslapar, en una misma dependencia, funciones de seguridad con funciones políticas, como son los casos 
de la Secretaria de Gobernación, en el ámbito federal, y las Secretarías Generales de Gobierno, en el ámbito 
local.  

VII . A nivel federal, cuentan con acreditación vigente los Centros de Evaluación y Control de Confianza de 
la Procuraduría General de la República y el de la Comisión Nacional de Seguridad , es decir la acreditación 
constata que ambos se sujetan a los mismos procedimientos y estándares, establecidos por el Centro Nacional 
de Certificación y Acreditación del Sistema Nacional de Seguridad Pública, para la aplicación y valoración de 
los exámenes médicos, toxicológicos, psicológicos, poligráficos, socioeconómicos.  

La acreditación permite presumir que con independencia del Centro evaluador sus resultados serán confiables 
y análogos, no obstante lo anterior, resulta contradictorio que en un mismo mes, con una semana de diferencia 
entre la aplicación de una evaluación y otra, los dos Centros Federales acreditados emitan resultados opuestos, 
como se ejemplifica en el caso del Comisario de Seguridad Pública del municipio de Guadalajara, capital del 
Estado de Jalisco, gobernada por amplio respaldo ciudadano por una alternativa política distinta a la del 
Gobernador en turno, como se muestra en la información difundida en la siguiente nota periodística:  

Salvador Caro Cabrera, Comisario de Seguridad de Guadalajara, no aprobó los exámenes de Control y 
Confianza que presentó en fecha del 12 y 13 de octubre de 2016, cuyos resultados fueron dados a conocer por 
la Comisión Nacional de Seguridad, dependiente de la Secretaría de Gobernación... 

Sin embargo, existe otro documento, este emitido por la Procuraduría General de la República, instancia a la 
que acudió el funcionario municipal el 20 de octubre a realizarse de nuevo los exámenes,... y el 28 de octubre 
el resultado fue contrario al emitido por la Segob, (es decir Sí resulto Aprobado) 

El Secretario General tapatío, Enrique Ibarra Pedroza, acusó que funcionarios de la Fiscalía, el Poder Judicial, 
el Gobierno del Estado y el Centro de Investigación y Seguridad Nacional (Cisen), participan en una 
estrategia que pretende afectarlos políticamente.  

El titular de la Secretaria General indicó que “se intenta descalificar un día sí y otro también cada una de las 
decisiones de seguridad del municipio”, y que en ese contexto, “desde hace meses” tuvieron “conocimiento de 
que se había diseñado un conjunto de acciones para afectar al gobierno de Guadalajara en el que estarían 
involucrados personajes” de las instancias ya mencionadas, por lo que desconfían del proceso del Cisen,... 
además de pedir bajo oficio 608/2016, fechado el día 20 de octubre, se hiciera una aclaración sobre los 
resultados de esa etapa del proceso, solicitud que no ha sido respondida.  

Añadió que presentarán una denuncia formal en contra del secretario general del Cisen, Miguel Robles 
Bárcena, y puso en tela de juicio la voluntad del gobierno del estado para la creación de la Agencia 
Metropolitana de Seguridad, cuyo convenio deberá ser firmado el día de hoy en la Junta de Coordinación 
Metropolitana del Instituto Metropolitano de Planeación.8  

Por otra parte, los servidores públicos que dirigen las principales instituciones de seguridad pública y 
procuración de justicia de nuestro país, tanto titulares como colaboradores de designación directa, además de 
cubrir con los requisitos que establece la normatividad aplicable, deben gozar de la confianza de la sociedad 
que es a quien sirven, para ello la aplicación de las evaluaciones de control y confianza a la que deben 
someterse, no deben ser realizada por servidores públicos que orgánicamente les son subordinados, como 
sucede actualmente.  

Con base a una solicitud de información pública dirigida al Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de 
Seguridad Pública, mediante la que se solicitó copia del resultado de la evaluación de control de confianza 
realizada por la entonces Procuradora General de la República, Arely Gómez González, se obtuvo como 
respuesta la siguiente:  



La información fue requerida al Centro Nacional de Certificación y Acreditación, quien mediante oficio 
número SESNSP/CNCA/0002227/2016, recibido el 9 de noviembre de 2016, manifestó lo siguiente 

En atención a la solicitud del peticionario, le comento que el Centro Nacional de Certificación y Acreditación 
le corresponde verificar que los Centros de Evaluación y Control de Confianza de la Federación, Estados y 
Distrito Federal, realicen sus funciones de conformidad con las normas técnicas y estándares mínimos en 
materia de evaluación y control de confianza de los servidores públicos de las Instituciones de Seguridad 
Pública, ya que es el responsable de la certificación, acreditación y control de confianza como lo señalan los 
Artículos 21 y 22 de la Ley General del Sistema Nacional de Seguridad Pública, en razón de lo cual, la 
facultad del Centro Nacional es normativa y de coordinación de los Centros de Evaluación y Control de 
Confianza, es decir, no aplica evaluaciones de control de confianza, motivo por el cual no emite oficio alguno 
que contenga los resultados de los servidores públicos, por lo que de conformidad con el Artículo 130 de la 
Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información, se declara la incompetencia para conocer de la 
presente solicitud. 

Finalmente, se sugiere orientar al solicitante, para que dirija su petición a la Procuraduría General de la 
Republica, por ser la instancia que concentra dicha información.  

Lo anterior muestra que los funcionarios públicos de las principales instituciones de seguridad y procuración 
de justicia, se someten a evaluaciones que no son independientes a la institución que dirigen, pues la 
aplicación de dichos exámenes es realizada por personal que le son subordinados.  

VIII. La función de seguridad pública requiere una visión de Estado, especializada y objetiva, desvinculada de 
decisiones discrecionales de tipo político, que privilegie la confianza de las personas en quienes conforman 
las instituciones de seguridad y procuración de justicia de los tres órdenes de gobierno en todo el país. 

Consideramos que se debe plantear un nuevo diseño para la designación y operación de los Centros de 
Evaluación y Control de Confianza que acredite a los mandos y personal operativo de la instituciones de 
seguridad y procuración de justicia de todo el país de manera autónoma e imparcial, que los Directores los 
Centros de Evaluación y Control de Confianza no puedan ser removidos por el Secretario de Gobernación, 
por el Procurador de la República o por los Gobernadores de las Entidades Federativas, pues en la facultad de 
designación que ahora tienen, conlleva la subordinación y por ende vulnerabilidad de autonomía e 
imparcialidad.  

Para ello, se plantea la creación del Instituto Nacional de Evaluación y Control de Confianza como organismo 
público autónomo, objetivo, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, responsable de 
garantizar que las personas que ingresen a las instituciones de seguridad pública y procuración de justicia 
cuenten con los perfiles acordes a los principios de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, 
honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos en esta Constitución. 

Se propone que el Consejo Directivo del Instituto Nacional de Evaluación y Control de Confianza sea 
colegiado integrado por tres comisionados, para que su dirección y decisiones no sean unipersonales sino 
decididas por unanimidad o mayoría.  

Cabe señalar que esta reforma no eliminaría la existencia de los actuales Centros de Evaluación y Control de 
Confianza, sino que los desvincularía de su actual subordinación a instancias político-gubernamentales, para 
adscribirlos al Instituto Nacional de Evaluación y Control de Confianza.  

La presente iniciativa presupuestalmente también es viable, pues establece que los recursos de los actuales 
Centros de Evaluación y Control de Confianza se trasladen al nuevo Instituto Nacional de Evaluación y 
Control de Confianza. 

Por lo anteriormente expuesto, me permito presentar ante esta soberanía, la siguiente iniciativa con proyecto 
de: 



Decreto que reforma el inciso b) y adiciona tres párrafos al artículo 21 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos  

Artículo Único. Se reforma el inciso b) y adiciona tres párrafos al Artículo 21 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 21. [...]  

[...]  

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

a) [...] 

b) El establecimiento de las bases de datos criminalísticos y de personal para las instituciones de seguridad 
pública. Ninguna persona podrá ingresar a las instituciones de seguridad pública si no ha sido debidamente 
certificado por el Instituto Nacional de Evaluación y Control de Confianza y registrado en el sistema. 

c) [...]  

d) [...] 

e) [...] 

El Instituto Nacional de Evaluación y Control de Confianza es un organismo público autónomo, 
especializado, objetivo, colegiado, con personalidad jurídica y patrimonio propio, con plena autonomía 
técnica, de gestión, capacidad para decidir sobre el ejercicio de su presupuesto y determinar su organización 
interna, responsable de evaluar y certificar que todas las personas que ingresen y permanezcan en las 
instituciones de seguridad pública y procuración de justicia, cuenten con los perfiles acordes a los principios 
de legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo, honradez y respeto a los derechos humanos reconocidos 
en esta Constitución.  

La Junta de Gobierno de este Instituto será su órgano de dirección y estará compuesta por tres integrantes. El 
Consejo Nacional de Seguridad Pública someterá una terna a consideración de la Cámara de Diputados, la 
cual, con previa comparecencia de las personas propuestas, designará al integrante que deba cubrir la vacante. 
La designación se hará por el voto de las dos terceras partes de los integrantes de la Cámara de Diputados 
presentes o, durante los recesos de ésta, de la Comisión Permanente, dentro del improrrogable plazo de treinta 



días. Si la Cámara de Diputados no resolviere dentro de dicho plazo, ocupará el cargo de integrante de la 
Junta de Gobierno aquel que, dentro de dicha terna, designe el Consejo Nacional de Seguridad Pública.  

Los integrantes de la Junta de Gobierno deberán ser personas integras y cumplir los requisitos que establezca 
la ley, desempeñarán su encargo por períodos de cinco años en forma escalonada y podrán ser reelectos hasta 
por dos ocasiones. Los integrantes no podrán durar en su encargo más de quince años. En caso de falta 
absoluta de alguno de ellos, el sustituto será nombrado para concluir el periodo respectivo. Sólo podrán ser 
removidos por causa grave en los términos del Título IV de esta Constitución y no podrán tener ningún otro 
empleo, cargo o comisión, con excepción de aquéllos en que actúen en representación del Instituto y de los no 
remunerados en actividades docentes, científicas, culturales o de beneficencia.  

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 
Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión, dentro del plazo de 180 días contados a partir de la entrada en vigor del 
presente Decreto, deberá expedir las leyes y realizar las adecuaciones normativas correspondientes.  

Tercero. En tanto se expiden y reforman las leyes a que se refiere el Segundo Transitorio, y hasta la 
integración del Instituto Nacional de Evaluación y Control de Confianza, continuarán operando los Centros de 
Evaluación y Control de Confianza Estatales y Federales acreditados. 

Notas  
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